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1. PROVIDENCIAS DE ESTA CORPORACIÓN
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1.1. M. P. CEPEDA DE NOPE SARA  Rad. 11001600002320100917002 (06-08-12) EXTORSIÓN – Elementos – Naturaleza patrimonial de la acción u omisión que se exige  - Provecho ilícito: Cobro de deuda constriñendo al deudor no constituye extorsión, sino constreñimiento ilegal / CONSTREÑIMIENTO ILEGAL – Elementos – Diferencias con la extorsión – No es lo mismo la ilegalidad del constreñimiento en si a la ilegalidad de la cosa que se pretende haga, tolere u omita la víctima.

“Así las cosas, para que pueda hablarse de extorsión, el constreñimiento físico o psicológico ha de tener eficacia para sojuzgar la voluntad de la víctima, habida cuenta de la situación de éste, de su edad, sus condiciones personales, su grado de indefensión, sus antecedentes, su mayor o menor necesidad de recursos de todo orden. En otras palabras, es determinar o compeler al sujeto pasivo de la acción a realizar alguno de los comportamientos planteados hipotéticamente en la norma con el único fin de obtener un provecho ilícito para si o para un tercero.

En ese orden de ideas, el delito de extorsión es un tipo de resultado, que  para su perfeccionamiento exige que el sujeto pasivo realice, tolere u omita algo, como consecuencia directa de la acción del agente. Por tanto, el simple constreñimiento que no logra llevar a la víctima a que haga, tolere u omita algo porque no doblegó su voluntad no configura amenaza pues no se perdió su libertad y no se plegó a la exigencia del victimario
. No se desconoce que si se produce el constreñimiento y por circunstancias ajenas a la voluntad del sujeto activo el delito no se llegare a agotar quedaría en el campo de la tentativa
.

Adicionalmente ha de decirse que el provecho pretendido por el agente ha de ser ilícito, es decir, sin fundamento legal, sin derecho, pues por ejemplo, dice Antonio Vicente Arenas, el cobro de una deuda que realiza el acreedor constreñido o violentado a su deudor moroso, no configura delito de extorsión, sino uno totalmente diferente
. 

En síntesis, para que se configure el punible de extorsión, se requerirá: a) La existencia de un constreñimiento, para hacer, tolerar u omitir una cosa; b) que la acción u omisión que se exige por parte del sujeto activo del comportamiento, tenga naturaleza patrimonial y c) que el sujeto activo de la conducta delictiva, no haya logrado provecho patrimonial para si o para un tercero; bien porque sólo pudo constreñir a la víctima, 
 o porque ésta no accedió a lo pedido por agente o realizó conducta diferente a la exigida por aquel. 

(…)
Sin embargo, y respecto al segundo de los elementos enunciados, tenemos que la acción exigida, si bien involucró una disposición patrimonial, ésta en ningún momento tuvo un propósito y/o finalidad ilícita, nótese como ese constreñimiento se realizó a efectos de materializar o lograr que el sujeto pasivo de la acción, esto es, Hernando de Jesus Strusberg, cancelara una plata que debía producto de una negociación.

(…)

Adicionalmente el expediente cuenta con las declaraciones que en juicio rindieran Cipriano Vélez Vargas
 y José Antonio Tapias
, alias el Capi, a quienes si bien no les consta nada acerca de lo sucedido en el apartamento de la familia Strusberg, al no haber estado allí presentes, si dieron fe que Luis Enrique Vélez García llegó a dicha residencia con el único fin de solicitar el pago de una deuda que uno de los hermanos Strusberg debía al primero de los mencionados, es más José Antonio Tapias, dio cuenta de la reunión que sostuvo con Hernando de Jesús y donde se aclaró la confusión presentada una vez capturado Vélez García. 

Acorde con lo anterior, y tras haber analizado los elementos materiales probatorios que obran en la actuación, deviene con claridad que dicha prueba no ofrece el grado de convicción requerido para determinar la existencia de los elementos estructurales del tipo penal que se analiza, pues aun cuando hubo  un constreñimiento que doblegó sin lugar a dudas la voluntad de Hernando de Jesús, lo cierto es que tal acción no tenía el propósito o como fin un provecho ilícito, pues se trató de cobrar un dinero que a raíz de la negociación de un carro generó indignación por su no pago, según el mensajero del acreedor, en este cso el señor Luis Enrique Velez García.

(…)
Lo hasta aquí sintetizado permitiría, en principio, dar razón a la recurrente, en cuanto que al no configurarse plenamente los elementos normativos del tipo de extorsión, la absolución de Luis Enrique Vélez García resulta imperativa, en aplicación del principio universal del in dubio pro reo; sin embargo, no se procederá en esos términos, pues aunque es claro que no se configuró atentado contra el patrimonio económico contra Hernando Jesús Strusberg, su conducta si tiene relevancia jurídico penal ya que su comportamiento encuentra adecuación típica en el punible de constreñimiento ilegal, conforme lo previsto en el artículo 182 Código Penal. Conforme lo anterior, estima la Sala que se configura por los hechos sub examine, es el de constreñimiento ilegal, habida cuenta que para su materialización no se requiere más que exigir a la víctima que realice, tolere u omita una cosa, de contenido diferente a un provecho ilícito de  características patrimoniales, circunstancia que ciertamente se halla probada, por cuanto como se indicó, se coaccionó a Hernando de Jesús Strusberg Ramos, a efectos de materializar o lograr que cancelara una deuda producto de la negociación de un carro.

(…)
En este punto, se debe entrar a diferenciar la ilegalidad del constreñimiento, de la ilegalidad de la cosa que se pretende debe hacer, tolerar u omitir la víctima.
En cuanto a la ilegalidad del constreñimiento hace referencia a ese empleo de violencia moral considerado o materializado en la amenaza seria de un daño inminente o próximo o “vis compulsiva” y en este caso está plenamente probado que el señor Velez García ejerció  esa violencia moral utilizando una seria amenaza como fue que si no le cancelaba el dinero que debía el ofendido se le llevaría a su hijo.

Ahora en cuanto al objeto o la finalidad de la amenaza del constreñimiento no puede ser otro que aquel de tolerar, hacer u omitir una cosa, que necesariamente debe ser contra derecho, algo que no tiene porque soportar la víctima en tales condiciones. En este asunto bien ha podido el agresor  abstenerse de acudir a tal procedimiento para que el propietario o verdadero acreedor del pago de la camioneta acudiera por las vías legales a exigir la cancelación de la deuda.

De otra parte si bien la exigencia del pago aparece en principio como de tipo económico, lo que ubicaría el comportamiento como dentro del tipo de extorsión, es lo cierto que lo que en verdad se estaba demandando a través de esa violencia moral era una obligación de contenido crediticio, y aparece, de acuerdo al acervo probatorio, independientemente de que fuera parcial o total, que el procesado Velez García constriñó con el absoluto convencimiento de que a través de la fuerza, haciendo un favor a su amigo y empleador, “El Capi”,  podría obtener la cancelación de la deuda fruto de la compraventa de una camioneta.

(…)

En ese orden, lógico es concluir que en el presente asunto lo que se configuró fue el delito de constreñimiento ilegal; porque aún cuando, se reitera, contra el aquí ofendido se ejecutaron actos de violencia moral que doblegaron su voluntad, la finalidad de tales amenazas no recayeron en un objeto ilícito.”
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1.2. CEPEDA DE NOPE SARA  Rad. 110013104023200800077 (26-06-12) COHECHO POR DAR U OFRECER – Tipo de mera conducta: Se estructura con el solo ofrecimiento - Es una conducta autónoma: la preclusión decretada respecto al delito de interés indebido en la celebración de contratos no tiene inferencia respecto al cohecho por dar u ofrecer que pueda darse en el mismo acto de contratación.

“La censura alega que el motivo de compulsación de copias para investigar estos hechos fue constatar si había un interés indebido en la celebración del contrato No. 047 de 2003 suscrito por la empresa MTBASE con el DAS, conducta punible que precluyó el Fiscal 14 de la Unidad de Delitos contra la Administración Pública al resolver sobre la situación jurídica de su prohijado FRANCISCO DUQUE CHACÓN
,  argumentando que no encontraba ilicitud en dicho proceso de contratación. 

Por tal razón, adujo que al no probarse ilicitud alguna en el contrato No. 047 de 2003 y en su proceso de contratación, deviene a menos que se configure el tipo penal de cohecho por dar u ofrecer, pues la conducta punible de interés indebido en la celebración de contrato comporta el delito medio del ilícito de cohecho por dar u ofrecer, y por tanto la preclusión de la primera conducta conlleva implícitamente que se descarte la comisión de este último delito cuando se trata de los mismos supuestos fácticos, tal y como acontece en el sub judice. 

El artículo 407 del Estatuto Penal consagra la conducta punible de cohecho por dar u ofrecer, que a su tenor dice:

“El que dé u ofrezca dinero u otra utilidad a servidor público, en los casos previstos en los dos artículos anteriores, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) años, multa de cincuenta (50) a cien salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años.”

A su vez, los dos artículos anteriores, 405 y 406 prescriben:

 “ARTICULO 405. COHECHO PROPIO. El servidor público que reciba para sí o para otro, dinero u otra utilidad, o acepte promesa remuneratoria, directa o indirectamente, para retardar u omitir un acto propio de su cargo, o para ejecutar uno contrario a sus deberes oficiales, incurrirá en prisión de cinco (5) a ocho (8) años, multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años. 

ARTICULO 406. COHECHO IMPROPIO. El servidor público que acepte para sí o para otro, dinero u otra utilidad o promesa remuneratoria, directa o indirecta, por acto que deba ejecutar en el desempeño de sus funciones, incurrirá en prisión de cuatro (4) a siete (7) años, multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de cinco (5) a ocho (8) años. 

El servidor público que reciba dinero u otra utilidad de persona que tenga interés en asunto sometido a su conocimiento, incurrirá en prisión de dos (2) a cinco (5) años, multa de treinta (30) a cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por cinco (5) años.

Respecto a este tipo penal la jurisprudencia del máximo órgano de la jurisdicción ordinaria ha sido vehemente en establecer que el delito de cohecho por dar u ofrecer se configura con el simple de hecho de ofrecer dinero u otra utilidad al servidor público, para que retarde u omita un acto propio de su cargo, ejecute uno contrario a sus deberes oficiales o uno que deba realizar en el desempeño de sus funciones
. De la siguiente manera lo ha expuesto:

 “… Estructuralmente, es un tipo de sujeto activo indeterminado, y conducta compuesta alternativa, integrada por dos verbos: dar y ofrecer. Cuando se realiza la primera conducta (dar) existirá bilateralidad típica, puesto que ambos (particular y servidor público) habrán cometido el delito de cohecho, el primero en la modalidad de activo, y el segundo en la modalidad de pasivo. Cuando se realiza la segunda conducta (ofrecer), existirá bilateralidad si la propuesta es aceptada por el servidor público. Si es desechada, solo cometerá delito de cohecho el particular, en la modalidad de activo.

En cuanto dice relación con el bien jurídico protegido, es un tipo de peligro, y en razón a su contenido, es de mera conducta y consumación instantánea. Esto último significa que el delito se perfecciona con la realización simple de cualquiera de las acciones que el tipo consagra en forma alternativa (dar u ofrecer), independientemente del resultado obtenido, precisión que la Corte ha hecho ya en otras oportunidades, frente a casos similares, entre ellas en el auto de 12 de mayo de 2000, con ponencia del Magistrado doctor Carlos Eduardo Mejía Escobar, que pertinentemente la Delegada cita en su concepto.

Implica, así mismo, que su conducta no admite tentativa, o grados de ejecución imperfectos, situación que torna de suyo inanes las reflexiones que el casacionista adicionalmente trae en torno a la inexistencia de tentativa por inidoneidad de la conducta del particular,  cuando su propuesta recae en un funcionario incorruptible. La configuración típica como delito de mera conducta, guarda correspondencia con su regulación en el derecho penal comparado, y consulta la posición doctrinal dominante, defensora de la tesis de que el delito se consuma cuando se entrega la dádiva, o el ofrecimiento llega a conocimiento del servidor público, siendo indiferente, para efectos de la tipicidad de la conducta y su punibilidad, que la propuesta sea o no aceptada.”

Así las cosas, queda claro que la conducta punible de cohecho por dar u ofrecer es un tipo penal instantáneo que se estructura con el solo ofrecimiento que hace un particular a un servidor público para que retarde u omita un acto propio de su cargo, ejecute uno contrario a sus deberes oficiales o uno que deba realizar en el desempeño propio de sus funciones o sencillamente tenga interés en el asunto sometido a consideración del servidor público, a cambio de dinero u otra utilidad, sin importar que el servidor público acepte el ofrecimiento o cumpla o no con el acto acordado. 

Por consiguiente, es un ilícito que se perfecciona con el simple ofrecimiento o entrega de la dádiva que haga el particular al servidor público, independientemente que el resultado sea obtenido o no, circunstancia que lo convierte en un tipo de mera conducta.

Con fundamento en lo anterior y aplicado al caso concreto debe decirse que la conducta típica se consuma sí efectivamente se demuestra que el sindicado FRANCISCO DUQUE CHACÓN ofreció o dio algún dinero u otra utilidad a RAFAEL GARCÍA TORRES, en su calidad de servidor público - Jefe de la Oficina de Informática del DAS -, para que retardara u omitiera un acto propio de su cargo, ejecutara uno contrario a sus deberes oficiales o realizara uno propio del desempeño de sus funciones, ó simplemente en asunto donde tuviere interés el particular, sin importar que el mismo se haya efectuado, y en el caso del procesado FELIX HUMBERTO VARGAS HERNÁNDEZ de probarse que contribuyó a la realización de la conducta antijurídica acorde a lo prescrito en el artículo 30 del Código Penal en calidad de partícipe del delito.

Conforme la descripción típica de la conducta punible de cohecho por dar u ofrecer, se desvirtúa la tesis defensiva alegada por la recurrente, pues de ninguna manera puede entenderse que dicho delito se encuentre atado a la consumación de algún otro ilícito contra el bien jurídico de la administración pública, pues se trata de una conducta autónoma que sólo requiere que el sujeto activo ofrezca o dé dinero o utilidad al servidor público, sin importar que el sujeto cualificado acepte o no lo prometido.  

En ese sentido, la preclusión decretada por el ente fiscal respecto del delito de interés indebido en la celebración de contratos no tiene ingerencia relevante penalmente frente a la condena por el punible de cohecho por dar u ofrecer, puesto que cada uno de éstos ilícitos constituye un tipo penal autónomo, y en tal virtud no se supeditan mutuamente, máxime cuando la tipicidad del delito de cohecho por dar u ofrecer ni siquiera exige la materialización del cohecho propio o impropio que podrían eventualmente darse en caso de aceptar el servidor público la utilidad ofrecida.”
Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines
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1.3. M. P. CEPEDA DE NOPE SARA   Rad. 110013104005200800408-01 (05-07-12) HURTO – Concurso aparente – Unidad de designio criminal.
“La Sala hará algunas precisiones frente a la imputación jurídica de los hechos jurídicamente relevantes admitida de manera incondicional por el procesado, atendiendo el control judicial del allanamiento a cargos que  los operadores judiciales deben realizar, que se recuerda, no se cumple con una simple revisión formal, sino que además se debe verificar que las garantías fundamentales se hayan preservado, dentro de las cuales, obviamente, se encuentran, entre otras, la legalidad, estricta tipicidad y el debido proceso
.

No desconoce la Sala, como bien lo indicara el a quo y se encuentra acreditado en el diligenciamiento, fueron tres las personas que resultaron afectadas con la conducta cometida por el acusado, sin embargo, ello no significa, que estemos ante la presencia de un concurso homogéneo de delitos contra el patrimonio económico, pues aunque hubo varias acciones dirigidas a la afectación del patrimonio económico de un colectivo humano, el sujeto activos del delito finalmente las realizó con un solo propósito, una sola finalidad, el apoderamiento de bienes, solo que se mantuvo y materializó en  el tiempo con fraccionados logros. En otras palabras hubo una unidad de designio criminal para cometer el hecho en el cual resultaron afectadas varios ciudadanos.

Acerca del tema la H. Corte Suprema de Justicia, ha precisado:

 “El delito continuado difiere de un concurso, al punto que se excluyen. En aquél no se configura un concurso ideal ni menos material al no mediar concurrencia de tipos penales, en tanto que en éste se parte de la base de la coexistencia de tipos penales autónomos e independientes, tornándose incluso trascendente la conexidad entre uno y otro para establecer la pluralidad de conductas delictivas”

 “... el delito continuado presupone la unidad de la conducta, en el sentido final y normativo o jurídico penal, aunque desde el punto de vista físico o natural puedan individualizarse varios movimientos que a su vez parezcan coincidir repetidas veces con la misma descripción típica.”

“... se está frente a un evento de delito continuado cuando el autor en desarrollo de un plan preconcebido, con la misma proyección final de la conducta, realiza varias acciones u omisiones que afectan el bien jurídico que admite graduación, que de analizarse separadamente podrían adecuarse típicamente como la reiteración del mismo precepto penal o comportaría la incursión en uno semejante (vgr. Hurto, hurto calificado, hurto agravad); y tal comportamiento produce consecuencias sobre uno o varios sujetos pasivos.”

De ahí que en el presente caso no se puede hablar de un concurso de delitos contra el patrimonio económico, toda vez que el acusado si bien desplegó pluralidad de comportamientos atentatorios contra dicho bien jurídico, hubo una homogeneidad de la conducta, una sola finalidad por un plan preconcebido, el apoderamiento de los bienes de aquellas personas que se encontraban vendiendo repuestos para olla express y licuadoras, bajo la intimidación de un arma de fuego.  

Así las cosas, al advertir la Sala la estructuración de un delito único contra el patrimonio económico con pluralidad de actos, se excluirá del fallo el aumento de pena que hiciera el fallador respecto del concurso atribuido y aceptado por el  acusado.”
Relatoría/consulta/2012/Providencias incluidas en los boletines
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1.4. M. P. CEPEDA DE NOPE SARA   Rad. 110013104005200800408-01 (24-06-12) ACCESO CARNAL VIOLENTO -  Valoración probatoria: ante ausencia de dictamen médico legal sobre lesiones y falta de contundencia de la prueba científica de ADN. 

“Elementos de prueba, que en principio, como señaló la bancada de la defensa, podrían generar duda acerca de que Leidy Julieth Salguero Lozano haya sido accedida carnalmente por los aquí procesados Sierra Machuca y Velásquez Parra, en los términos del artículo 212 del Código Penal
, pues resultaría extraño que a pesar de haber indicado y señalado que sus victimarios en varias oportunidades la accedieron por su vagina, no se hubieren encontrado células masculinas de los aquí acusados en la fracciones espermáticas de los fragmentos de tela tomados de la ropa interior que tenía puesto el día de los acontecimientos y sí de personas con las cuales sostuvo relaciones sexuales consentidas días anteriores.

Sin embargo, ello no es argumento suficiente para considerar que existe duda en cuanto la real ocurrencia del atentado contra la libertad y formación sexual por el que se acusó a Miguel Eduardo Velásquez Parra y Louis Robert Sierra Machuca, pues no hay que olvidar que en nuestro sistema procesal prima el principio de la libertad probatoria en contra posición a la llamada tarifa legal, por cuya consecuencia, como  consagra el artículo 373 de la Ley 906 de 2004, “los hechos y circunstancias de interés para la solución correcta del caso, se podrán probar por cualquiera de los medios establecidos en este código o por cualquier otro medio técnico o científico,  que no viole los derechos humanos”.
 (…)
Desde luego, sin desconocer que en ciertos eventos resulta más contundente o efectivo determinado medio de conocimiento, dada su capacidad suasoria,  se reitera, de allí no se sigue que ese sea el único recurso legal para demostrar el hecho, o que allegados otros elementos probatorios,  no sean suficientes por si mismos para producir el efecto de convicción buscado. Recuérdese, que en todos los casos, al operador judicial se le exige, verificar el alcance demostrativo de cada medio en particular y luego articularlo con el conjunto de pruebas obrantes en la actuación, para de esta forma, llegar a la decisión que considere resuelve el conflicto. 

(…)
Y precisamente en el expediente existen otros elementos materiales probatorios que llevan a la Colegiatura, como bien precisó el a quo, a señalar más allá de toda duda razonable, que el atentado contra la libertad individual y formación sexual del que fue objeto Leidy Julieth Salguero Lozano por parte de los aquí acusados Sierra Machuca y Velásquez Parra ocurrió y éstos son responsables del mismo.

(…)

Su exposición, contrario a lo sostenido por los recurrentes, evidencia credibilidad, una actitud sincera en querer contar lo que efectivamente ocurrió,  pues de las propias expresiones y lenguaje surgió un relato espontáneo y ajustado a la realidad que estaba viviendo, sin que se advierta, ánimo vindicatorio alguno, además cobra relevancia cuando Ángela Viviana Quiceno señaló que su amiga y hermana, Leidy Julieth llegó a su casa totalmente golpeada, sin poder casi caminar, sus ojos hinchados, boca reventada, en  un estado físico inimaginable, llorando, desorientada, sin saber que hacer, con moretones en su cuerpo
, circunstancias que sin lugar a dudas concuerdan con lo indicado por la ofendida cuando señaló que sus victimarios arrojaron licor en sus ojos, la halaban de un lado para otro, que le pegaban puños que hasta le reventaron la nariz
.-

No desconoce la Colegiatura que al expediente no se aportó dictamen medico legal alguno que hubiese hecho referencia a las lesiones que padeció Leidy Julieth y que Ángela Viviana Quiceno dijo haberle observado a pocos instantes de ocurridos los hechos, sin embargo, ello no puede significar, como lo pretenden los apelantes, que el dicho de la ofendida resulta mentiroso, fantasioso, sin respaldo probatorio, pues aunque cierto es que Ángela Viviana Quiceno, declaró en juicio que su profesión era de auxiliar contable, también lo es que fue clara en señalar que percibió, observó cuando su amiga Leidy Julieth llegó en las condiciones ya anotadas.- Contrario a lo sostenido por los recurrentes, el hecho de que no sea médica, experta en medicina forense, no constituye impedimento legal o probatorio para valorar su testimonio y tener como cierto que observó a su amiga, hermana totalmente destruida, golpeada, su boca inflamada, nariz reventada, ojos hinchados, pues ello era perfectamente percibible a través de sus sentidos.

(…)

Además como bien lo señaló el a quo, qué motiva a una persona a decir que fue víctima de todo tipo de vejámenes por un buen lapso de tiempo; en  razón de qué procura que se inicie un proceso judicial donde indefectiblemente ventilaría no solo lo ocurrido esa noche, sino otros aspectos de su vida privada, que en razón del mismo proceso dejaría de serlo, para convertirse en objeto de comentarios, señalamientos y lo más importante que le traería consecuencias para su vida, si en realidad no hubiese sido objeto de un atentado contra su libertad y formación sexual.

 (…)

De otra parte, no se desconoce que el informe suscrito por la perito en genética forense doctora Rocío del Pilar Lizarazo Quintero, excluye a Miguel Eduardo Velásquez Parra y Louis Robert Sierra Machuca como los aportantes de las células masculinas detectadas en la fracción espermática del fragmento de tela M#1 tomado del pantalón interior de la víctima Leidy Julieth Salguero Lozano
; sin embargo, ello no es concluyente respecto de que el atentado contra la integridad sexual del que fue víctima la ofendida no existió o que su dicho resultó ser un invento, una fantasía, por cuanto, lo único que demuestra tal circunstancia, es que en las muestras  del pantalón interior tipo cachetero marca “Rosa”, talla M, de material encaje de Salguero Lozano,  no se hallaron células de los acusados, más no que ésta no haya sido accedida carnalmente por vía vaginal y oral como insistentemente lo pregonó en juicio.

Parecería ilógico, extraño, como bien señalan los recurrentes, que científicamente hubiesen sido detectadas células del compañero sentimental de la ofendida señor Jaime Alirio Moreno Fajardo y otro individuo desconocido de sexo masculino en una de las muestras tomadas a la ropa interior de la víctima y no de los acusados, cuando con los primeros sostuvo relaciones sexuales consentidas días previos al de los hechos.

Sin embargo, no debe perderse de vista, que son los mismos dictámenes genéticos los que señalan que no todas las muestras tomadas a la víctima
 fueron sometidas a los procedimientos respectivos para la extracción de ADN, es más se dice que en algunas no se consideró necesario procesarlas, por lo que de allí no se puede concluir más allá de toda duda que éstos sean concluyentes respecto de que no se encontró ningún vestigio, huella de los aquí acusados.  

(…)

De ahí que el señalamiento de la ofendida resulte de significativa importancia en cuanto que Miguel Eduardo Velásquez Parra y Louis Robert Sierra Machuca la accedieron carnalmente en los términos del artículo 212 del Código Penal, en otras palabras, que hubo una introducción total o parcial de sus órganos viriles por su cavidad vaginal, pues es claro que los dictámenes genéticos lo único que prueban es que no se hallaron células de éstos en los fragmentos de tela de la ropa interior de Salguero Lozano, más no en todas y cada una de las muestras tomadas a la ofendida.

(…)
Pero es que además la joven Leidy Julieth en ningún momento afirmó que  Miguel Eduardo Velásquez Parra y Louis Robert Sierra Machuca eyacularon dentro de ella, en su vagina o boca, pues lo que dijo fue que la accedieron subiéndose primero uno y luego se le subía el otro. De ahí que no resulte especulativo en manera alguna, como pregona la censura, que el juez a quo estaba trayendo hipotesis sin demostración, pues lo que hizo a partir del dicho de Leidy Julieth fue hacer inferencias lógicas y de acuerdo a las máximas de la experiencia.  Entonces si no hubo hallazgos de células o espermatozoides de los aquí procesados en las muestras tomadas al pantalón interior que tenía la ofendida, necesariamente habrá de concluir que pese a la penetración no hubo eyaculación por circunstancias diversas, como movimientos repentinos de la jóven, inhibición por el estado de alicoramiento u otra causa que en este momento no es dable determinar.”
ALBERTO POVEDA PERDOMO     LEONEL ROGELES MORENO     NOHORA LINDA ANGULO GARCÍA

             Presidente                              Vicepresidente
                   Relatora
�	 “Constreñir consiste en el empleo de la violencia moral por parte del sujeto activo sobre la persona del pasivo, a fin de doblegar su voluntad para que haga, tolere u omita algo. No basta la simple ameneza,, pues se requiere que la víctima pierda su libertad y se pliegue a la exigiencia del victimario al hacer u omitir lo que éste le solicite.” Lecciones de Derecho Penal, Parte Especial Segunda Edición, Delitos Contra el patrimonio económico, Alberto Suárez Sánchez, pag. 805


�	 Ver al respecto sentencia de 19 de ebrero de 2009, radicado 27274, mp Sigifredo Espinosa Pérez


�	 Antonio Vicente Arenas, Comentarios, Tomo UU, pág. 503.-


�	 AUTORES VARIOS. Derecho Penal Especial. Universidad Externado de Colombia. 1987. Pág. 397-400: “(...) Consúmase el delito cuando el presionado, consecuencia directa del constreñimiento, hace, tolera u omite lo perseguido por el agente. (...) El simple constreñimiento sin el logro de la conducta por la víctima degrada a tentativa la acción punible. (...)”


�	 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia del 23 de agosto de 1995. Radicado 8864 M.P. PÁEZ VELANDIA Didimo. “(...) De donde debe inferirse necesariamente que si el comportamiento del sujeto activo no logra doblegar la voluntad de la víctima en la medida en que ésta hace, tolera u omite cosa distinta a lo exigido con la finalidad indicada (como acudir a la autoridad, simular la entrega, salir del país, etc.),  el delito ha quedado en la fase de la tentativa, porque es un hecho punible pluriofensivo de resultado, ya que menoscaba principalmente dos bienes jurídicos:  la libertad de autodeterminación y el patrimonio económico, sin que sea menester para este último evento que el provecho se obtenga. (...)”


�	 Record 4 CD 2


�	 Record 40 CD 2


� C. No. 9 folios 149 a 169.


� Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, sentencia de 12 de noviembre de 2003, radicado 17.979, Magistrado Ponente Yesid Ramírez Bastidas.  


� Ver entre otras sentencia de la H. Corte Suprema de Justicia de 8 de julio de 2009, rad 312080, MP Julio Enrique Socha Salamanca


� Sentencia de 14 de octubre de 2009, radicado 25224, MP Julio Enrique Socha Salamanca


�	 ACCESO CARNAL. Para los efectos de las conductas descritas en los capítulos anteriores, se entenderá por acceso carnal la penetración del miembro viril por vía anal, vaginal u oral, así como la penetración vaginal o anal de cualquier otra parte del cuerpo humano u otro objeto. 


�	 Record 31 de su declaración 


�	 “me pegaron en la nariz, los ojos, la boca toda reventada, el cuello, el cuello  me dolía mucho, porque yo trataba de levantarme de la cama y con el peso de ellos  me dolía mucho el cuello y tenía todo esto negro y acá las piernas todo, todo doctora, yo no tenía cara (llora) yo no se como aguanto tanto esto, yo ya quiero que esto se termine, yo ya quiero ser una persona normal, yo creo que ya es justo, vea ellos ni siquiera vienen a poner la cara porque el pecado es tan grande.”  


�	 Folios 145-160 Carpeta


�	 “1. Seda dental enviada en un tubo de ensayo tapa roja marcado como “Leidy Yulierth Salguero Lozano. Rec: 2005C-01010334194; seda con frotis interdental. Dic 17/05 U.B Kennedy.


	2. Dos (2) escabillones enviados en un (1) tubo de ensayo tapa roja marcado como: “Leidy Yulierth Salguero Lozano. Rec: 2005C-01010334194; frotis fondo de vagina. Dic 17/05 U.B Kennedy.


	3. Dos (2) escabillones enviados en un (1) tubo de ensayo tapa roja marcado como: “Leidy Yulierth Salguero Lozano. Rec: 2005C-01010334194; frotis de cuello y mamas Dic 17/05 U.B Kennedy...”
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